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HECHOS RELEVANTES: 

 

El ciudadano Jairo Villegas Arbeláez, en ejercicio de la acción pública de 

inconstitucionalidad, demandó el artículo 21 (parcial) de la Ley 909 de 2004 

“Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera 

administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO: 

¿Determinar si la expresión “De no ser posible la utilización de las listas se 

realizará un proceso de evaluación de las capacidades y competencias de 

los candidatos” contemplada en el numeral tercero del artículo 21 de la Ley 

909 de 2004 establece una diferenciación injustificada en el procedimiento 

aplicable al ingreso a los cargos temporales respecto del consagrado frente 

a los cargos permanentes que implique una violación de los artículos  13, 53, 

125 y 130 de la Constitución?  

 

  



 

RATIO DECIDENDI: 

 

El artículo 125 de la Constitución Política establece, como regla general, que 

el régimen de los empleos estatales es el de carrera administrativa, 

buscando con ello privilegiar el mérito como criterio de selección y 

permanencia del personal público. La excepción de la aplicación de la 

carrera administrativa son los empleos de libre nombramiento y remoción, 

los de elección popular, y los demás que determine la ley.   

 

El fin constitucional legítimo para la selección de los empleos temporales 

distinto del concurso público es dotar a la administración pública de un 

instrumento para garantizar la eficiencia en la selección de funcionarios 

para eventos especiales en los cuales no sea posible realizar un concurso 

público, pero que no desconozca el mérito ni los principios de la función 

pública. 

 

La medida creada para garantizar el principio de eficiencia de la función 

pública en circunstancias excepcionales en las cuales no sea posible realizar 

un concurso público es la creación de un procedimiento especial 

compuesto de dos (2) fases que se consideran idóneas para garantizar la 

finalidad pretendida. 

 

Se cumple el principio de necesidad, en el sentido de que no existen medios 

alternativos igualmente adecuados o idóneos para la obtención del fin, 

pero menos restrictivos de los principios afectados. En este sentido, la 

alternativa a la realización del concurso es la utilización de la lista de 

elegibles, la cual se contempla en la propia norma y solamente de manera 

subsidiraria se podrá realizar el proceso de evaluación de las capacidades 

y competencias de los candidatos contemplado en la norma.  

 

En relación con la proporcionalidad en sentido estricto la norma puede dar 

lugar a dos (2) interpretaciones:  

 

La interpretación de la norma en virtud de la cual la expresión demandada 

otorga una facultad ilimitada al nominador para la realización del proceso 

de evaluación de las capacidades y competencias de los candidatos, la 

cual es inconstitucional por los siguientes motivos: (i) vulnera el principio de 



legalidad administrativa, pues consagra una facultad absolutamente 

discrecional del nominador que desconoce que la actuación de la 

administración pública debe ser reglada; (ii) viola el principio de igualdad, 

pues no establece ningún parámetro para garantizar la igualdad de 

oportunidades y; (iii) afecta el debido proceso administrativo, pues no 

consagra los criterios para garantizar sus elementos como: la publicidad, la 

motivación y la contradicción. Por lo anterior, esta interpretación debe ser 

excluida del ordenamiento jurídico. 

 

La interpretación en virtud de la cual no existe una absoluta 

discrecionalidad del nominador para la realización del proceso de 

evaluación de las capacidades y competencias de los candidatos, sino 

que, por el contrario, el mismo está limitado por los principios de la función 

pública de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 

imparcialidad y publicidad, la cual es constitucional, pues permite delimitar 

la actuación de la administración pública. Esta interpretación exige el 

cumplimiento de los siguientes parámetros: 

 

(i) Para la provisión de los empleos temporales los nominadores 

deberán solicitar las listas de elegibles a la Comisión Nacional 

del Servicio Civil anexando como mínimo la información exigida 

en el artículo 19 de la Ley 909 de 2004. 

 

(ii) En caso de ausencia de lista de elegibles se debe dar prioridad 

a la selección de personas que se encuentren en carrera 

administrativa, cumplan los requisitos para el cargo y trabajen 

en la misma entidad. 

 

(iii) Se deberá garantizar la libre concurrencia en el proceso a 

través de la publicación de una convocatoria para la provisión 

del empleo temporal en la página web de la entidad con 

suficiente anticipación.  

 

(iv) El procedimiento de selección para los empleos temporales 

deberá tener en cuenta exclusivamente factores objetivos 

como: el grado de estudios, la puntuación obtenida en 

evaluaciones de Estado como las pruebas ICFES, ECAES, Saber 

Pro y Saber, la experiencia en el cumplimiento de funciones 



señaladas en el perfil de competencias y otros factores 

directamente relacionados con la función a desarrollar. 

 


